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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
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por medio de la cual se aprueba el “Tratado sobre el traslado de personas condenadas entre la República 
del Perú y la República de Colombia”, suscrito en Cartagena de Indias, el 27 de febrero de 2018.
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Honorable Senador  
LIDIO GARCÍA TURBAY  
Vicepresidente 
COMISIÓN II CONSTITUCIONAL PERMANENTE  
Senado de la República 
Ciudad 
 
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 275 de 2021 Senado, 
“por medio de la cual se aprueba el «Tratado sobre el traslado de personas condenadas entre la 
República del Perú y la República de Colombia», suscrito en Cartagena de Indias, el 27 de febrero 
de 2018. 
 
En mi calidad de ponente del Proyecto de Ley de la referencia, atendiendo la 
designación que me hiciera la Mesa Directiva de esta célula legislativa (oficio CSE-
CS-CV19-0650-2021), y en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley Orgánica No. 5 
de 1992, me permito rendir informe de ponencia para primer debate, en los siguientes 
términos:  
 

I. TRÁMITE Y SÍNTESIS DEL PROYECTO DE LEY 
 
El proyecto, de iniciativa gubernamental, fue radicado en la Secretaría del Senado 
de la República el día primero (1º) de diciembre de 2021.  
 
La iniciativa legal cuenta con tres (3) artículos:  
 
 Artículo 1º: Dispone la aprobación del Tratado.  
 Artículo 2º: Precisa que el Tratado obligará a la República de Colombia a 

partir de la fecha del perfeccionamiento del vínculo internacional.  
 Artículo 3°: Vigencia de la ley.  

 
Al no ser necesario proponer ninguna modificación al proyecto de ley, me permito 
detallar el contenido del Tratado, que por el artículo primero del presente proyecto 
de Ley se pretende aprobar.  
 
A saber, este Tratado consta de los siguientes 20 artículos: 

Artículo 1. Definiciones. Relativo A los contenidos específicos de términos 
fundamentales para mejor comprensión, interpretación y aplicación del Tratado.  
 
Artículo 2- Principios generales. Declara el objeto del Tratado, así como los 
principios en los que se fundamenta el mismo, soberanía, discrecionalidad y respeto 
de la normatividad nacional. Es importante destacar que en esta disposición se 
advierte la inviabilidad de interpretar el tratado como un derecho al traslado de las 
personas condenadas.  
 
Artículo 3- Autoridades centrales. Designa, por cada una de las Partes contratantes, 
las autoridades encargadas de dar cumplimiento de las disposiciones del Tratado.  
 
Artículo 4- Condiciones para el traslado. Establece las condiciones, objetivas y 
personales, para que proceda el traslado de personas entre ambos países. 
 
Artículo 5- Rechazo de la solicitud. Dispone que las solicitudes de traslado pueden 
ser rechazadas de forma libre por las Partes, en caso de que afecten su soberanía, 
seguridad, orden público u otros intereses esenciales.  
 
Artículo 6- Documentación sustentatoria. El artículo describe los documentos que 
deben soportan y acompañar la solicitud de traslado.    
 
Artículo 7- Consideraciones para el traslado. Fija la manera en que la solicitud de 
traslado debe ser tramitada.  
 
Artículo 8- Reserva de la jurisdicción.  Dispone que la Parte trasladante conserva 
su jurisdicción sobre el caso, lo cual implica las facultades de modificar, conmutar, 
revocar, revisar o cancelar los fallos dictados por sus autoridades.  
 
Artículo 9- Procedimiento para la ejecución de la condena. En virtud del Tratado, 
según este artículo, la ejecución de las condenas se regirá en cumplimiento de la 
normatividad interna de la Parte receptora. Asimismo, prevé que cualquier 
modificación a la condena de origen, deberá ser informada a la Parte receptora.  
 
Artículo 10- Entrega. Regula el procedimiento para la entrega de las personas 
condenas objeto de traslado entre las Partes contratantes.  
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Artículo 11. Ejecución continuada de la condena. El Tratado prevé que las Partes 
deben contribuir eficazmente para asegurar el cumplimiento de las condenas 
impuestas.  
 
Artículo 12. Consecuencias del traslado de la persona trasladada. Garantiza el non 
bis in ídem, y autoriza a la parte receptora a judicializar a la persona trasladada por 
hechos delictuales distintos a los que originaron la condena de la Parte trasladante.  
 
Artículo 13- Tránsito de personas condenadas. Declara que si cualquiera de las 
Partes acuerda la transferencia de personas condenadas a un tercer Estado, la otra 
parte cooperará en el tránsito por su territorio. 
 
Artículo 14- Gastos. Aclara los cargos o gastos que le corresponde a cada una de las 
Partes contratantes en el traslado y entrega de personas condenadas.  
 
Artículo 15- Legalizaciones. El artículo exceptúa de legalización la documentación 
requerida para el traslado de personas de conformidad con el Tratado.  
 
Artículo 16- Consultas. Las Partes contratantes realizarán las consultas necesarias 
para la mejor aplicación del Tratado.  
 
Artículo 17- Solución de controversias. Dispone la solución amistosa de 
controversias.     
 
Artículo 18- Duración. Indefinida.  
 
Artículo 19. Relación con otros Tratados. Aclara que el Tratado no supone un 
desconocimiento de las obligaciones y derechos de cada una de las Partes derivados 
de otros Tratados.  
 
Artículo 20. Disposiciones Finales. Establece las reglas de entrada en vigor, 
denuncia, enmienda del Tratado.  
 

II. CONSIDERACIONES DE LA PONENTE 
 
En la exposición de motivos que acompaña el proyecto de ley aprobatoria del 
Tratado que nos concita, el Gobierno Nacional explica que el mismo supondrá una 
agilización del traslado de personas privadas de la libertad, en virtud de sentencias 
judiciales, en ambos países, lo que actualmente se cumple por vías diplomáticas, con 

fundamento en la reciprocidad que rige la relación entre las dos Repúblicas. 
Asimismo, beneficiará a 22 peruanos presos en cárceles colombianas, y a un número 
aún mayor de connacionales recluidos en las peruanas (586).  
 
En efecto, si bien la cooperación y la reciprocidad entre Colombia y Perú han 
permitido la repatriación de colombianos presos en cárceles del vecino país (a la 
fecha 29), la adopción de un Acuerdo en dicho sentido facilitaría su trámite, dotaría 
mejores y más claras herramientas para las autoridades involucradas para llevar a 
cabo estos traslados, y brindaría mejores condiciones de seguridad jurídica para 
estas y los beneficiarios, quienes en todo caso podrán optar por hacer uso de la 
posibilidad de cumplir la condena en el país de su elección.   
 
De paso, como evidentemente se desprende el contenido dispositivo del Acuerdo, 
el mismo contribuye a un reforzamiento del derecho interno y la jurisdicción de las 
autoridades judiciales de ambos países.  
 
En consideración de la Suscrita ponente, la suscripción de este tipo de Tratados se 
enmarca dentro de una política exterior responsable y humanitaria, que equilibra el 
respeto por la jurisdicción de los demás países con los imperativos y necesidades 
humanitarios de los connacionales recluidos en cárceles extranjeras; en particular, la 
aprobación de este Acuerdo con la República del Perú responde a un interés común 
de establecer reglas claras que facilite el traslado o repatriación de sus nacionales 
interesados en ello.    
 
Ahora bien, el hecho de que ninguna de las Repúblicas sean Parte de la Convención 
Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero, 
adoptada en Managua, el 06 de septiembre de 1993, agrega un valor o grado 
adicional de necesidad del perfeccionamiento de este vínculo jurídico con tan 
particular propósito. A propósito del alcance de la citada Convención, la posibilidad 
de que una persona pueda cumplir con la condena que se le ha impuesto en el 
extranjero en su propio país, constituye un principio general y fundamental de la 
misma (Artículo II).  
 
Contrastado el contenido y alcance del Tratado entre la República del Perú y 
Colombia que se somete a aprobación del Congreso en esta oportunidad, con lo 
previsto en el artículo V de la misma Convención, se advierten importantes 
similitudes en lo que respecta al procedimiento para la entrega y traslado de presos 
en el extranjero, por lo que bien puede afirmarse que lo acordado ahora entre las dos 
Repúblicas, satisface el estándar interamericano básico en este tipo de asuntos. 

(https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-57.html). Aunado al hecho, de 
que en su estructura básica, el Tratado por aprobarse atiende a los parámetros 
recomendados por el Proyecto de Acuerdo Modelo sobre el Traslado de Reclusos 
Extranjeros de Naciones Unidas (1985), fincado en el respeto de la soberanía y las 
jurisdicciones nacionales, así como en la finalidad de lograr la resocialización 
efectiva del condenado. (Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, Milán, 26 de agosto a 6 de 
septiembre de 1985) 
 
Finalmente, huelga destacar que, con la ratificación de este Tratado, se consolida el 
esfuerzo del Estado colombiano por proporcionar a los nacionales condenados en el 
extranjero de herramientas que les permitan cumplir con lo que adeudan a la justicia 
de los países en los que se originaron las condenas en condiciones que humanicen la 
privación de su libertad, reforzando el propósito de resocialización y rehabilitación 
intrínseca en las sanciones penales. Con España, en 1994, se suscribió uno de los 
primeros Tratados de este tipo, Ley 285 de 1996, respecto del cual la Corte 
Constitucional, en sentencia C-655 de 1996 consideró:  
 
“Es claro entonces, que el tratado objeto de revisión pretende materializar la primera de la 
situaciones referidas, constitucionalmente viable, esto es, que nacionales colombianos, por 
nacimiento o por adopción, que hayan sido capturados y condenados en el Reino de España, 
por conductas que en nuestro país también constituyan delito, puedan cumplir sus penas en 
Colombia, y que los nacionales españoles, capturados y condenados en nuestro país, por 
hechos que constituyan delito en España, puedan hacerlo allí, lo cual en nada contradice el 
ordenamiento superior colombiano, mucho menos si tal como se consagra en el instrumento 
bilateral, de una parte éste se ejecutará conforme al ordenamiento interno de cada país, y de 
otra, las decisiones que adopten uno y otro para dar aplicación al acuerdo, en todo caso serán 
soberanas, según lo expresa el artículo décimo del mismo. El contenido del tratado permite el 
desarrollo de mecanismos de cooperación judicial entre los países partes, objetivo que 
desarrolla plenamente los mandatos de los artículos 9 y 226 de la Constitución Política.” 
 
En el mismo sentido argumentó en posteriores sentencias que avalaron la 
suscripción de acuerdos de cooperación del tipo del que ahora se pretende aprobar 
por parte de este Congreso. (Ver sentencias C-261 de 1996, relativa al Tratado con 
Venezuela –Ley 250/1996—; C-656 de 1996, relativo al Tratado con Panamá –Ley 
291/1996—; C-226 de 1998, relativa al Tratado con Costa Rica –Ley 404/1997—; C-
012 de 2001, alusivo al Tratado con Cuba –597/2000—; C-585 de 2014, concerniente 
al Tratado con los Estados Unidos Mexicanos –Ley 1688/2013—). Recientemente, el 
Gobierno Nacional sancionó la Ley 2092 del 29 de junio de 2021, sobre un Tratado 
de similares características con la República Popular China.   

Consideraciones de Política Criminal 
 
El Consejo Superior de Política Criminal, del que la Suscrita hace parte desde el 2019 
como representante del Senado de la República, emitió el concepto 11.2019, 
mediante el cual expuso las consideraciones político criminales que respaldan la 
aprobación de este Tratado, así como los suscritos con la República Italiana para el 
traslado de personas condenadas y con los Estados Unidos Mexicanos, que tienen el 
mismo propósito.  
 
Para el Consejo, la aprobación de los mencionados Tratados resulta conveniente en 
la medida en que:  
 
“La cooperación judicial en materia de traslado de personas condenadas entre Colombia e 
Italia, Colombia y Perú y Colombia y México, tiene como finalidad que los ciudadanos 
colombianos puedan retornar a nuestro país a terminar de cumplir la pena impuesta por las 
autoridades judiciales de esos Estados, y que los ciudadanos italianos, peruanos y mexicanos 
puedan regresar a su país de origen para terminar de cumplir la pena impuesta por las 
autoridades judiciales colombianas, en observancia de las condiciones propias de los 
instrumentos internacionales previamente suscritos y teniendo en cuenta razones 
humanitarias; situación que además de fortalecer la cooperación judicial entre Colombia y los 
mencionados países, contribuiría a la resocialización de estas personas, con actuaciones que 
siempre se encuentren dentro del marco del respeto de sus Derechos Humanos.  
 
Tal como fuera puesto de presente en las discusiones, es importante que hagan parte del 
ordenamiento interno colombiano estos instrumentos internacionales de traslado de personas 
condenadas, pues con ello se atempera de alguna manera las consecuencias negativas que trae 
una condena penal para quien es hallado responsable de un delito y para su familia, máxime 
si esa sentencia es dictada y resultada purgada en el extranjero. Adicionalmente, vale la pena 
poner de presente que el texto de los Tratados que se pretende hagan parte de nuestra 
legislación interna, cumplen con los criterios señalados en el Acuerdo Modelo sobre el 
Traslado de Reclusos Extranjeros y recomendaciones sobre el Tratamiento de Reclusos 
Extranjeros dado en el séptimo Congreso de Naciones Unidas sobre prevención del delito y 
tratamiento del delincuente, en Milán 1985.” 
(https://www.politicacriminal.gov.co/Portals/0/Conceptos%20CSPC/Conceptos
2019CSPC/11._CSPC_PL.Sin_Radicar__Tratados_internacionales.pdf) 
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III. CONSTITUCIONALIDAD 
 

De acuerdo al ordenamiento constitucional, en particular al artículo 150, numeral 
16, el Congreso de la República es competente de aprobar o improbar los Tratados 
que el Gobierno celebra con otros Estados o con otros sujetos de Derecho 
Internacional. Asimismo, según lo previsto en el artículo 2 de la Ley 3 de 1992, el 
estudio y tramité correspondiente a los proyectos de Ley por medio de la cual se 
aprueban los tratados internacionales le corresponde, en primer debate, a las 
Comisiones Segundas Constitucionales del Congreso; y según lo establece el artículo 
204 de la Ley 5 de 1992, el proceso que deberán seguir los proyectos de Ley por 
medio de la cual se aprueban estos instrumentos internacionales es aquel del 
procedimiento legislativo ordinario. En tal virtud, debe entonces esta Comisión 
conocer de la presente Ponencia en la cual se expone el instrumento en cuestión y se 
explica la importancia y relevancia para el país de la aprobación de este instrumento.  
 
Frente al proceso de negociación, suscripción y aprobación es de anotar que hasta el 
momento se ha dado cabal cumplimiento a las disposiciones Constitucionales, 
particularmente al artículo 189.2 de la Constitución Política de Colombia, que se 
refieren a la competencia del Gobierno nacional para a la negociación y ratificación 
de tratados.  
Ahora bien, en cuanto a la constitucionalidad material del Tratado que nos concita 
en esta oportunidad, la Suscrita ponente se permite informar a los Honorables 
Congresistas que el mismo se satisface el estándar Superior aplicable a la 
negociación de instrumentos internacionales basado en los principios de equidad, 
reciprocidad y conveniencia nacional.  
 
IV. ANÁLISIS SOBRE POSIBLE CONFLICTO DE INTERÉS 
 
De acuerdo con lo ordenado en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, en concordancia 
con los artículos 286 y 291 de la Ley 5 de 1992 (Reglamento del Congreso), y 
conforme con el objetivo de la presente iniciativa, se puede concluir inicialmente: 
Se presume que no hay motivos que puedan generar un conflicto de interés por 
quienes redactan la presente ponencia. 
 
Tampoco se evidencian motivos que puedan generar un conflicto de interés en los 
congresistas para que puedan discutir y votar esta iniciativa de ley.  

Por ello, el conflicto de interés y el impedimento es un tema especial e individual en 
el que cada congresista debe analizar si puede generarle un conflicto de interés o un 
impedimento. 
 

V. PROPOSICIÓN 
 
Por lo anteriormente expuesto y con base en lo dispuesto por la Constitución Política 
y la Ley, me permito proponer a los Honorables Senadores, dar primer debate al 
Proyecto de ley número No. 275 de 2021Senado, “por medio de la cual se aprueba el 
«Tratado sobre el traslado de personas condenadas entre la República del Perú y la República 
de Colombia», suscrito en Cartagena de Indias, el 27 de febrero de 2018. 
 
De los honorables senadores, 
 

 
PAOLA HOLGUÍN                                                            
Senadora de la República                                                       
Ponente  
 
Anexo: articulado de la ley aprobatoria texto del Tratado. 

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 275 de 2021Senado, “por medio de la cual se aprueba el «Tratado sobre el 
traslado de personas condenadas entre la República del Perú y la República de Colombia», 
suscrito en Cartagena de Indias, el 27 de febrero de 2018. 

 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA: 

 
DECRETA: 

 
ARTÍCULO PRIMERO: Apruébese el «Tratado sobre el traslado de personas 
condenadas entre la República del Perú y la República de Colombia», suscrito en 
Cartagena de Indias, el 27 de febrero de 2018. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7ª 
de 1944, el «Tratado sobre el traslado de personas condenadas entre la República del 
Perú y la República de Colombia», suscrito en Cartagena de Indias, el 27 de febrero de 
2018, que por el artículo primero de esta Ley se aprueba, obligará a la República de 
Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del 
mismo. 
 
ARTÍCULO TERCERO: La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
De los honorables Senadores, 
 

 
 
 
PAOLA HOLGUÍN                                                            
Senadora de la República                                                       
Ponente  
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
276 DE 2021 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de los Emiratos Árabes Unidos para la eliminación de la doble tributación con respecto a los impuestos 
sobre la renta y la prevención de la evasión y elusión tributarias” y su “Protocolo”, suscritos en Dubái, 

Emiratos Árabes Unidos, el 12 de noviembre de 2017.

 
PAHM- 011- 2022                                                                     Bogotá D.C., 29 de marzo de 2022 
 
 
Honorable Senador  
LIDIO GARCÍA TURBAY  
Vicepresidente 
COMISIÓN II CONSTITUCIONAL PERMANENTE  
Senado de la República 
Ciudad 
 
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 276 de 2021 Senado, “por 
medio de la cual se aprueba el «Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de los Emiratos Árabes Unidos para la eliminación de la doble tributación con respecto a los impuestos 
sobre la renta y la prevención de la evasión y elusión tributarias» y su «Protocolo», suscritos en 
Dubai, Emiratos Árabes Unidos, el 12 de noviembre de 2017. 
 
En mi calidad de ponente del Proyecto de Ley de la referencia, atendiendo la designación 
que me hiciera la Mesa Directiva de esta célula legislativa (oficio CSE-CS-CV19-0651-2021), 
y en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley Orgánica No. 5 de 1992, me permito rendir 
informe de ponencia para primer debate, en los siguientes términos:  
 

I. Finalidad y alcance del proyecto de ley 
 
El Proyecto No. 276/2021 Senado tiene por finalidad la aprobación del «Convenio entre el 
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos para la 
eliminación de la doble tributación con respecto a los impuestos sobre la renta y la prevención de la 
evasión y elusión tributarias» y su «Protocolo», suscritos en Dubai, Emiratos Árabes Unidos, el 12 
de noviembre de 2017, con los cuales, las Partes Contratantes pretenden (i) mitigar los riesgos 
de la subimposición, (ii) promover la cooperación y el intercambio de información tributaria 
entre ambas naciones, (iii) combatir la evasión y elusión fiscal, (iv) evitar la erosión de las 
bases tributarias y el traslado de utilidades al exterior, y (v) promover el flujo de inversión, 
mediante la promoción de las condiciones que incentiven el comercio binacional.         
 
El Convenio cuenta con un breve Preámbulo y veintiocho (28) artículos, agrupados en los 
siguientes capítulos:  
 
 CAPÍTULO I. ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO (Arts. 1-2) 

 
Delimita su aplicación a las personas que residen en ambos Estados, al tiempo que 
determina el tipo de impuestos cubiertos (En el caso de Colombia: Impuesto sobre la Renta 
y complementarios; en el caso de Emiratos árabes Unidos: El impuesto sobre la renta y el 
impuesto corporativo). Asimismo, el Convenio se aplicará a los impuestos idénticos o 
sustancialmente similares que se establezcan luego de la entrada en vigor el mismo.    

 
 CAPÍTULO II. DEFINICIONES (Arts. 3-5) 

 
Provee definiciones a términos necesarios y útiles para la adecuada interpretación y 
aplicación del Convenio.  
 
El artículo 4º define el término “residente”, como la persona natural sujeta a tributación en 
cualquiera de las Partes en razón a su domicilio, residencia, lugar de constitución o 
administración u otro criterio análogo. El mismo artículo establece la manera en que se 
determinará la situación o responsabilidades tributarias de las personas naturales que sean 
residentes de ambos países.   
 
El artículo 5º define “establecimiento permanente” como el lugar fijo de los negocios a través 
del cual una empresa realiza total o parcialmente su actividad, lo que incluye: (a) sedes 
efectivas de administración, (b) sucursales, (c) oficinas, (d) fábricas, y (e) talleres. El artículo, 
asimismo, relaciona las condiciones adicionales para determinar el carácter de 
establecimiento permanente, en los casos distintos a los taxativamente mencionados.  
 
 CAPÍTULO III. IMPOSICIÓN SOBRE LAS RENTAS (Arts. 6- 20) 

 
Este capítulo precisa el pago de los impuestos por rentas inmobiliarias, utilidades 
empresariales, así como las originadas en la operación de naves o aeronaves en tráfico 
internacional. Las utilidades a las que refiere el artículo 8, incluyen: (a) las derivadas del 
arrendamiento a casco desnudo de naves o aeronaves, y (b) las provenientes del uso, 
mantenimiento o arrendamiento de contenedores, incluidos remolques y equipos 
relacionados con el transporte de contenedores, usados para el transporte de bienes o 
mercancías.  
 
El mismo capítulo regula lo concerniente a las empresas asociadas, los dividendos, los 
intereses, las regalías, las ganancias de capital, las rentas de trabajo, los honorarios de 
directores, las rentas de artistas y deportistas, las pensiones y otras remuneraciones 
similares, la remuneración de todo tipo de funcionarios de las Partes Contratantes, así como 
las sumas dinerarias que perciban los estudiantes para gastos de manutención, educación o 
capacitación. 
 
 Capítulo IV. MÉTODOS PARA ALIVIAR LA DOBLE TRIBUTACIÓN (Art. 21) 

 
En el artículo 21 del Convenio, las Partes Contratantes acordaron aliviar la doble tributación 
a través del reconocimiento de descuentos en los impuestos sobre la renta de residentes en 
cualquiera de los territorios de dos Estados, sin que los mismo excedan el impuesto de la 
renta, calculado antes de otorgarlo.  
 
 Capítulo V. DISPOSICIONES ESPECIALES (Arts. 22-26) 
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En este capítulo se establecen disposiciones relativas a la limitación de beneficios (Art. 22) y 
la no discriminación (Art. 23).   
 
El artículo 24 establece un procedimiento de acuerdo mutuo, por vía del cual es posible la 
resolución de conflictos o reclamaciones por imposiciones por las Partes Contratantes. 
Según esto, “cuando una persona considere que las medidas adoptadas por uno o por ambos Estados 
Contratantes resulten o puedan resultar para ella en tributación que no esté conforme con las 
disposiciones de este Convenio, podrá, independientemente de los recursos previstos por el derecho 
interno de esos Estados, someter su caso a la autoridad competente de cualquiera de los Estados 
Contratantes.”    
  
Los artículos 25 y 26 definen reglas para el intercambio de información y los privilegios fiscales 
que disfrutan los miembros de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares.  
 
 Capítulo VI. DISPOSICIONES FINALES (Arts. 27-29) 

 
Estas disposiciones regulan la entrada en vigor del Acuerdo y la manera de darlo por terminado, 
respetando la voluntad de las Partes y los procedimientos propios para su ratificación y 
perfeccionamiento del vínculo internacional.  
 
Con la firma de este Convenio, los Gobiernos de las Repúblicas de Colombia y los Emiratos 
Árabes Unidos acordaron las disposiciones consagradas en el Protocolo anexo, el cual forma 
parte integral de aquel, y que precisan su aplicación.  
 

II. Justificación del proyecto de ley 
 
1. De la doble tributación internacional y los Acuerdos bilaterales como mecanismo para 
evitarla y prevenir la evasión fiscal 
 
La denominada “doble tributación internacional” ha sido definida por la doctrina 
especializada como un fenómeno jurídico que supone la imposición de impuestos de similar 
naturaleza por parte varios Estados soberanos a un mismo contribuyente por el mismo 
hecho generador u objeto impositivo y en un mismo periodo.1   
 

                                                           
1 Dorn, H. “Das Recht der Internacionalen Doppelbestg”, citado por VALDEZ ACOSTA, Ramón en “Estudios de 
derecho tributario internacional”, pág. 19, Editorial Temis, 1978, citado a su vez por HERRÁN OCAMPO, 
Catalina, en su tesis “La doble tributación internacional, principios y realidades de los convenios”, de la 
Pontificia Universidad Javeriana, facultad de Ciencias Jurídicas, pág. 22.  

“…debido a la variedad de criterios de sujeción internacionalmente reconocidos puede suceder que 
una misma renta quede sujeta a dos Estados, siendo gravada en ambos en un mismo periodo y por un 
impuesto similar.”2 
“la doble tributación jurídica internacional puede definirse, en términos generales, como la imposición 
de tributos similares (concurrencia de normas impositivas), en dos o más Estados, a un mismo sujeto 
pasivo (contribuyente), respecto de un mismo hecho generador (materia imponible), durante un 
mismo periodo.”3 
 
“El término doble imposición internacional –en un sentido general—corresponde a la aplicación por 
parte de dos o más Estados de impuestos idénticos o semejantes con respecto al mismo concepto o 
presupuesto de hecho imponible, en virtud de una misma cauca, por la totalidad o parte de su importe, 
y por un mismo periodo de tiempo.”4 
 
La Corte Constitucional colombiana la ha definido en los siguientes términos:  
 
“El fenómeno de la doble tributación o doble imposición se presenta cuando el mismo hecho se integra 
en la previsión de dos normas distintas de derecho tributario. En consecuencia tiene lugar un 
concurso de normas de derecho tributario siendo un mismo hecho generador, dando origen a la 
constitución de más de una obligación de tributar. En consecuencia se precisa que concurran,  dos 
elementos: (i) identidad del hecho en el que concurren cuatro aspecto: (a) material; (b) subjetivo; (c) 
espacial y (d) temporal; esto es, el objeto regulado sea el mismo; exista una identidad de sujeto; se trate 
de un mismo período tributario y se esté ante el mismo gravamen; y (ii) pluralidad de normas 
concurrentes que deben pertenecer a ordenamientos tributarios distintos, lo cual da origen a una 
colisión de sistemas fiscales que correspondan a dos o más Estados. 
(…) 
La doble tributación internacional se suele presentar por la diversidad de los elementos de conexión 
adoptados por las normas tributarias de conflictos, consistiendo estos elementos de conexión en 
relaciones existentes entre las personas, los objetos y los hechos con los ordenamientos tributarios de 
dos o más Estados, pudiendo ser subjetivos, si se vinculan con las personas (nacionalidad o la 
residencia), u objetivos, si reportan a las cosas y a los hechos (fuente de producción o pago de la renta, 
lugar del ejercicio de la actividad, ubicación de los bienes, localización del establecimiento permanente 
o sitio de celebración del contrato). Los casos más frecuentes de doble imposición tienen lugar cuando 
un país grava con base en la fuente, usualmente donde se genera el enriquecimiento, y el otro lo hace 
con base en el sistema de residencia; es decir, se presenta un conflicto entre fuente y residencia.”5 
                                                           
2 AGUAS ALCALDE, Emilio. Breve introducción a la tributación internacional sobre la renta. Anuario de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Extremadura, ISSN 0213-988-X, vol. XXVII, 2009, págs.. 55-70, pág. 
60.  
3 Exposición de Motivos, Proyecto de Ley No. 081/18, pág. 1.  
4 BARBOSA-MARIÑO, Juan David. El Crédito Tributario por impuestos pagados en el Exterior. Rev.maest. 
derechoecon. Bogotá (Colombia), Vol. 5 No. 5:291-343, enero-diciembre de 2009, pág. 297.  
5 Corte Constitucional, sentencia C-577 de 2009. Asimismo, en sentencia C-295 de 2012, esta Corporación 
precisó lo siguiente:  
“el fenómeno de la doble tributación internacional pasa por dilucidar el significado del llamado “elemento de 
conexión”, que consiste en las relaciones existentes entre las personas, los objetos y los hechos con los 

Por su parte, la Organización de Cooperación para el Desarrollo Económicos (OCDE), la 
define en similares términos como “…resultado de la aplicación de impuestos similares, en dos (o 
más) Estados, a un mismo contribuyente respecto de la misma materia imponible y por el mismo 
periodo de tiempo.”6  
 
Este fenómeno fiscal obedece a lo que la doctrina ha denominado como conflictos (i) 
residencia-fuente, (ii) residencia-residencia, y (iii) fuente-fuente7. Siendo más común el primero, 
éste fenómeno se presenta cuando la renta de una persona es gravada por partida doble, 
por parte del Estado en que reside (que impone tributos a sus ingresos sin importar su 
origen) y el Estado fuente (donde se general los ingresos)8. 
 
Naturalmente, el fenómeno conlleva nocivos efectos para las economías de los países, 
especialmente de los que están en vía de desarrollo, dado que afecta el intercambio de bienes 
y servicios, así como el flujo dinámico de recursos y tecnologías, al tiempo que desincentiva 
la inversión extranjera y promueve la fuga de capitales. De ahí que sea una preocupación 
generalizada entre los países que participan en foros especializados, la búsqueda de 
métodos que permitan aclarar, normalizar y garantizar el régimen fiscal aplicable a los 
contribuyentes que llevan a cabo operaciones comerciales, industriales y financieras 
transnacionales.9 
 

                                                           
ordenamientos tributarios de dos o más Estados, pudiendo ser subjetivos, si se vinculan con las personas 
(nacionalidad o la residencia), u objetivos, si reportan a las cosas y a los hechos (fuente de producción o pago 
de la renta, lugar del ejercicio de la actividad, ubicación de los bienes, localización del establecimiento 
permanente o sitio de celebración del contrato).” 
6 OCDE, Instituto de Estudios Fiscales. Modelo de Convenio Tributario sobre la Renta y sobre el Patrimonio, 
julio de 2010. Pág. 7. 
7 Corte Constitucional, sentencia C-460/2010. 
8 “Así las cosas, la doble tributación internacional se suele presentar por la diversidad de los elementos de 
conexión adoptados por las normas tributarias de conflictos. Así por ejemplo, puede existir una doble 
tributación sobre la renta cuando dos Estados adoptan elementos de conexión diferentes, como son el lugar 
de su producción y la residencia del beneficiario respectivamente, así como cuando imprimieron a dicho 
concepto un sentido diverso, de modo tal que el mismo sujeto puede ser considerado como residente 
simultáneamente en ambos Estados en concurso. En efecto, además del típico caso en que un mismo 
contribuyente es gravado en dos Estados como consecuencia de la aplicación, por parte de cada uno, de 
criterios distintos, existen casos en que el fenómeno se produce como consecuencia de la aplicación del mismo 
criterio por parte de dos Estados. Tal fenómeno se presenta cuando se está ante un caso de doble residencia 
(dual residence) o doble fuente (dual source), el cual tiene lugar, no cuando dos Estados tienen criterios 
contrapuestos (fuente o residencia), sino que derivan de divergencias conceptuales en la aplicación de un 
mismo criterio, por ejemplo, la residencia basada en el criterio de la administración efectiva vs. aquélla basada 
en el lugar de constitución de la sociedad; o territorialidad basada en el lugar de la utilización del capital vs. 
territorialidad fundada en el lugar donde se efectúa el pago.”(Corte Constitucional, sentencia C-577/2009) 
9 Ibídem.  

Tradicionalmente se han formulados dos tipos de medidas para evitar la doble tributación: 
(i) unilaterales, consistentes en la exención o exoneración de impuestos a las rentas generadas 
en el exterior, que, según la doctrina, pueden darse a través del método de deducción global 
(“El Estado de residencia deduce del impuesto adeudado, computando las rentas nacionales y del 
exterior, el gravamen que surge de aplicar su propia alícuota a los ingresos provenientes del 
extranjero”10), o del método de la deducción de los impuestos pagados en el exterior como 
un gasto;11 (ii) Bilaterales o multilaterales, por vía de acuerdos internacionales en que los 
Estados fijan pautas que faciliten la cooperación mutua (Derecho Tributario Convencional). 
 
Como lo reseña la OCDE, la preocupación de los Estados por la adopción de medidas 
bilaterales o multilaterales para contrarrestar la doble tributación es de vieja data, y atiende 
a la búsqueda común de métodos que dinamicen sus economías y fortalezcan sus vínculos 
comerciales12:  

                                                           
10 R.E. Riveiro. Paraísos Fiscales. Aspectos Tributarios y Societarios, 114, Integra Internacional, Argentina, 
2001, citado por BARBOSA-MARIÑO en la obra citada, pág. 299. 
 
11 “La doble tributación ha sido reconocida, desde tiempo atrás, como un impedimento para el comercio y las 
inversiones internacionales. En respuesta a ello los Estados han creado mecanismos de derecho fiscal interno 
para evitar conflictos al respecto y asegurar que cuando un contribuyente paga un impuesto en una jurisdicción 
tributaria cuente con mecanismos para evitar la doble imposición en la otra. Así, dichas herramientas pueden 
tomar la forma de exenciones o descuentos tributarios o, como mínimo, la posibilidad de deducir el gasto por 
impuestos pagados en el exterior. Una forma de evitar la doble imposición consiste en la exención total de los 
ingresos de fuente extranjera que hayan sido percibidos por un contribuyente residente de una determinada 
jurisdicción tributaria. Bajo este método, los residentes de un país están obligados a pagar impuesto respecto 
de los ingresos generados dentro de dicha jurisdicción únicamente. De esta manera, el contribuyente tributará 
solamente en el país fuente del ingreso gravable. Algunas jurisdicciones tributarias han contemplado la 
posibilidad de descontar los impuestos pagados en el exterior como forma para evitar la doble tributación. 
Bajo este método, conocido en la doctrina especializada como foreign tax credit, la jurisdicción tributaria de 
la residencia del contribuyente ejerce su potestad de cobrar tributos por los ingresos percibidos mundialmente 
(ingresos de fuente nacional y extranjera), pero permite que los impuestos pagados por renta generada por 
fuera de su territorio sean descontados para efectos de calcular la obligación tributaria a pagar (imputación). 
Esta fórmula está encaminada a solucionar el conflicto fuente – residencia. El método de deducción permite 
que un contribuyente que percibe ingresos generados por fuera de su jurisdicción tributaria de residencia 
deduzca de sus ingresos gravables los impuestos pagados en otros países. Sin embargo, a diferencia del 
mecanismo antes explicado, mientras que la deducción por impuestos pagados en el exterior resuelve el 
conflicto descontando el monto pagado del ingreso gravable, el foreign tax credit lo hace descontando dicha 
suma del impuesto a pagar. Otro método es el denominado “tax sparing” o descuento por impuestos 
exonerados, que permite descontar los impuestos efectivamente pagados en el exterior, así como los que se 
habrían pagado si no existiera una exención tributaria, que apunta a sacrificar rentas con el propósito de atraer 
inversión extranjera.” (Corte Constitucional, sentencia C- 460/2010) 
 
12 “Desde las primeras décadas del S.XX, los Estados vienen celebrando tratados internacionales que, aunque 
versan sobre diversas materias, comprenden tangencialmente algunos aspectos tributarios. Piénsese, por 
ejemplo, en instrumentos internacionales que regulan la navegación marítima, el servicio postal, el trasbordo 
de mercancías, las inmunidades tributarias de los diplomáticos, entre otros. 
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4. Cuando el Consejo de la Organización Europea de Cooperación Económica (OECE) adoptó su 
primera Recomendación relativa a la doble imposición, el 25 de febrero de 1955, ya se habían 
conseguido determinados logros en la tarea de eliminar la doble imposición por medio de convenios 
bilaterales o de medidas unilaterales. En aquella fecha el número de convenios bilaterales de carácter 
general firmados entre los países que actualmente son miembros de la OCDE se elevaba a 70. Esto se 
debió, en gran medida, a los trabajos comenzados por la Sociedad de Naciones en 1921. Dichas 
actuaciones condujeron al establecimiento, en 1928, del primer modelo de convenio bilateral que 
finalmente condujo al establecimiento de los Modelos de Convenio de México (1943) y de Londres 
(1946), en cuyos principios se inspiraron, de una u otra forma, los numerosos convenios bilaterales 
concluidos o revisados durante la década siguiente. Sin embargo, ninguno de estos Modelos recibió 
una aceptación completa y unánime. Por otro lado, presentaban importantes divergencias y ciertas 
lagunas respecto de algunas cuestiones esenciales. 
 
5. La creciente interdependencia económica y la cooperación entre los países miembros de la OECE 
en el período de la posguerra mostraron, cada vez con más claridad, la importancia de las medidas 
para evitar la doble imposición internacional. Se reconoció la necesidad de extender la red de convenios 
bilaterales a todos los países miembros de la OECE, y subsiguientemente de la OCDE, algunos de los 
cuales habían concluido hasta entonces muy pocos o ningún convenio. Al mismo tiempo se ponía de 
manifiesto, cada vez con mayor nitidez, la conveniencia de armonizar estos convenios de acuerdo con 
principios, definiciones, reglas y métodos uniformes, y de alcanzar un acuerdo sobre una 
interpretación común.  
 
6. Ante esta nueva situación, el Comité Fiscal inició sus trabajos en 1956 con el propósito de establecer 
un Proyecto de Convenio que resolviera eficazmente los problemas de doble imposición entre los países 
miembros de la OCDE y que fuera aceptable para todos ellos. Desde 1958 a 1961 el Comité Fiscal 
preparó cuatro Informes previos antes de someter en 1963 su Informe final, titulado “Proyecto de 
Convenio de Doble Imposición sobre la Renta y el Patrimonio”1. El 30 de julio de 1963 el Consejo de 

                                                           
Al mismo tiempo, surgieron distintos tratados internacionales bilaterales de contenido específicamente 
tributario, encaminados a eliminar o atenuar la doble tributación y la evasión fiscal, o regular la colaboración 
administrativa entre Estados en materia de impuestos. 
En este orden de ideas, si bien es cierto que bajo los auspicios de la Sociedad de Naciones se suscribieron 
algunos ADT, también lo es que luego de la II Guerra Mundial se intensificó este movimiento, en virtud de la 
expansión de la economía estadounidense; fenómeno que además contó con el apoyo de la Cámara de 
Comercio Internacional, dando lugar a la creación del Comité Fiscal de la OCDE (Organización de Cooperación 
y Desarrollo Económico), órgano que ha venido diseñando “draft conventions” o  “convenciones-tipo”, que 
constituyen  modelos de instrumentos internacionales dirigidos a orientar la negociación, por parte de los 
Estados, de futuros ADT, y por ende, configuran una valiosa guía interpretativa de aquéllos. De tal suerte que, 
si un Estado  negocia un ADT inspirándose en los mencionados modelos, tales documentos configurarán un 
medio de interpretación complementario, en los términos del artículo 32 de la Convención de Viena sobre 
Derecho de los Tratados de 1969, independientemente de que no sea parte en la OCDE.   
Al mismo tiempo, en el seno de la ONU se ha venido analizando el tema de los ADT, en especial, tratando de 
ajustarlos a las relaciones comerciales que mantienen los países en vía de desarrollo, trabajos que 
desembocaron en la elaboración de la “Convención-Modelo” de 1980, reformulada en 2001, referente a los 
impuestos sobre la renta y el patrimonio.” (Corte Constitucional, sentencia C-577/2009)  

la OCDE adoptó una Recomendación sobre la eliminación de la doble imposición y exhortó a los 
Gobiernos de los países miembros para que siguieran el Proyecto de Convenio cuando concluyeran o 
revisaran entre ellos convenios bilaterales.  
 
7. El Comité Fiscal de la OCDE había previsto, al presentar su Informe en 1963, la posibilidad de que 
el Proyecto de Convenio fuera revisado en un momento posterior tras nuevos estudios. Dicha revisión 
era además necesaria para valorar la experiencia adquirida por los países miembros en la negociación 
y aplicación de convenios bilaterales, los cambios en los sistemas fiscales de los países miembros, el 
aumento de las relaciones fiscales internacionales y el desarrollo de nuevos sectores de actividad 
empresarial, así como la aparición de nuevas y complejas formas de organización empresarial a nivel 
internacional. Por todas esas razones, el Comité Fiscal primero y, a partir de 1971, el Comité de 
Asuntos Fiscales, su sucesor, abordó la revisión del Proyecto de Convenio de 1963 y de los 
Comentarios al mismo. Ello condujo a la publicación en 1977 del nuevo Convenio Modelo y 
Comentarios2.  
 
8. Los factores que motivaron la revisión del Proyecto de Convenio de 1963 han continuado ejerciendo 
su influencia y, en muchos aspectos, la presión para actualizar y adaptar el Convenio Modelo a unas 
condiciones económicas cambiantes se acentuó. Se desarrollaron nuevas tecnologías y, al mismo 
tiempo, se produjeron cambios fundamentales en el modo de realizarse las operaciones 
transfronterizas. Los métodos de elusión y de evasión fiscal se hicieron más sofisticados. El proceso de 
globalización y liberalización de las economías de la OCDE también se aceleró en los años 80. 
Consecuentemente, el Comité de Asuntos Fiscales –y, en particular, su Grupo de Trabajo nº1– 
continuaron examinando, a partir de 1977, diversas cuestiones directa o indirectamente relacionadas 
con el Convenio Modelo de 1977 como parte de su programa de trabajo. Este trabajo dio lugar a 
diversos informes, algunos de los cuales recomendaban modificaciones del Convenio Modelo y sus 
Comentarios1.  
 
9. En 1991, reconociendo que la revisión del Convenio Modelo y los Comentarios se había convertido 
en un proceso continuo, el Comité de Asuntos Fiscales adoptó el concepto de un Convenio Modelo 
“dinámico” que permite actualizaciones y modificaciones periódicas y puntuales, sin esperar a una 
revisión completa. Consecuentemente, se decidió publicar una versión revisada del Convenio Modelo 
que tuviera en cuenta el trabajo realizado desde 1977 incorporando muchas de las recomendaciones 
recogidas en los informes mencionados más arriba.  
 
10. Debido a la extensión de la influencia del Convenio Modelo más allá de las fronteras de los países 
miembros de la OCDE, el Comité decidió asimismo abrir el proceso de revisión para beneficiarse de 
las aportaciones de países no miembros, otras organizaciones internacionales y otras partes 
interesadas. Se consideró que tales contribuciones externas asistirían al Comité de Asuntos Fiscales 
en su tarea continuada de actualización del Convenio Modelo para adaptarlo a los cambios de las 
normas y principios internacionales.  
 
11. Ello condujo a la publicación, en 1992, del Convenio Modelo en formato de hojas cambiables. A 
diferencia del Proyecto de Convenio de 1963 y del Convenio Modelo de 1977, el Modelo revisado no 
representaba la culminación de una revisión general sino más bien el primer paso de un proceso 

continuo de revisión, con actualizaciones periódicas que permitieran garantizar que el Convenio 
Modelo continuase reflejando con precisión los puntos de vista de los países miembros en cada 
momento.  
 
11.1 En 1997, con motivo de una de tales actualizaciones, se incluyeron en un segundo volumen las 
posiciones de cierto número de países no miembros en reconocimiento de la creciente influencia del 
Convenio Modelo fuera del ámbito de la OCDE (véanse los párrafos posteriores). Se incluyeron 
además reediciones de informes anteriores del Comité que habían dado lugar a modificaciones del 
Convenio Modelo.”13  
 
En la actualidad, tanto la OCDE como la Organización de Naciones Unidas han aprobado 
modelos de Convenios internacionales, que dejan a disposición de los Estados para la 
formalización de acuerdos sobre materias fiscales, como el que trata el presente proyecto de 
ley. Estos convenios tipo son sustancialmente similares, distinguiéndose en reglas puntuales 
con las que se ofrece una mayor flexibilidad en atención a los intereses particulares de los 
Estados contratantes. 
 
“Esas diferencias se hacen visibles, en particular, cuando se intenta determinar hasta qué punto, en 
virtud de un acuerdo fiscal y para evitar la doble tributación y alentar la inversión, uno u otro país 
debe renunciar a derechos de tributación reconocidos en la legislación nacional. 3. La Convención 
modelo de las Naciones Unidas favorece en general la retención de mayores derechos de tributación 
del llamado “país fuente” en virtud de un acuerdo fiscal —los derechos de imposición del país 
anfitrión de la inversión— que del “país de residencia” del inversor. Durante mucho tiempo los países 
en desarrollo han dado gran importancia a esa cuestión, aunque también algunos países desarrollados 
han comenzado a incorporarla en sus acuerdos bilaterales.”14 
 

                                                           
13 OCDE, Instituto de Estudios Fiscales. Modelo de Convenio Tributario sobre la Renta y sobre el Patrimonio, 
julio de 2010. Págs. 8-9. 
 
14 Naciones Unidas. Convención modelo de las Naciones Unidas sobre la doble tributación entre países 
desarrollados y países en desarrollo. Revisión 2011, págs. v y vi. 
 
En cuanto al sentido del modelo de la OCDE, en sentencia C- 577/2009, la Corte Constitucional destacó: 
“En tal sentido, el modelo de convención adoptado en el seno de la OCDE apunta a que, por regla general, las 
utilidades de las empresas son gravadas exclusivamente por el Estado de la residencia, y no donde se genera 
la fuente. De tal suerte que la figura del “establecimiento permanente”, presente en diversos ADT, surge como 
una excepción, atribuyendo una competencia a favor del Estado de la fuente, a condición de que en su territorio 
se encuentre realmente instalado aquél y únicamente en la medida en que las utilidades de la empresa le sean 
imputables. De allí que, el Estado de la fuente está excepcionalmente autorizado a tributar los resultados de 
las actividades que ejercen empresas extranjeras en su territorio con cierta intensidad, materializada en la 
instalación de un establecimiento estable, de suerte tal que aquéllas que son meramente accidentales u 
ocasionales, que no supongan la existencia de una base fija, escapan a su competencia tributaria.” (Véase la 
sentencia C-295/2012) 

“La mayoría de estos Convenios tienen como modelo el de la O.C.D.E., no obstante, también está el 
Modelo de la O.N.U. de 1980 que es casi igual al de la O.C.D.E. pero pone un poco más énfasis en el 
principio de la fuente, en cuanto se considera que los países en vías de desarrollo son mayores 
exportadores de materias primas y se da en ellos más el criterio de la fuente que el de la residencia.”15 
 
a. Modelo de Convenio de la OCDE. 
La primera versión de este modelo fue formulada en 1963, que fue utilizado tanto por los 
Estados de la Organización como por los que no hacían parte de la misma, lo que conllevó 
a que en 1997 se ajustara para incorporar las posiciones y sugerencias de este último tipo de 
países.  
 
El Modelo prevé reglas que regulan el ámbito de aplicación, definiciones importantes, 
métodos para la eliminación de la doble tributación, la evasión fiscal, cooperación mutua y 
disposiciones especiales (principio de no discriminación, procedimiento amistoso para la 
eliminación de doble tributación y la solución de conflictos en la interpretación del 
Convenio).  
 
A continuación, la estructura de este modelo:  
 

Título y Preámbulo 
 

Capítulo I  
ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO 

Art. 1 Personas comprendidas  
Art. 2 Impuestos comprendidos  
 

Capítulo II 
DEFINICIONES 

Art. 3 Definiciones generales  
Art. 4 Residente  
Art. 5 Establecimiento permanente  
 

Capítulo III 
IMPOSICIÓN DE LAS RENTAS 

Art. 6 Rentas inmobiliarias  
Art. 7 Beneficios empresariales  
Art. 8 Navegación marítima, por aguas interiores y aérea  
Art. 9 Empresas asociadas  
Art.10 Dividendos  
Art.11 Intereses  
Art.12 Regalías  
Art.13 Ganancias de capital  
                                                           
15 AGUAS ALCALDE, Emilio. Ob. Cit., pág. 62. 
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Art.14 [Suprimido]  
Art.15 Renta del trabajo dependiente  
Art.16 Remuneraciones en calidad de consejero  
Art.17 Artistas y deportistas  
Art.18 Pensiones  
Art.19 Funciones públicas  
Art.20 Estudiantes  
Art.21 Otras rentas  

Capítulo IV 
IMPOSICIÓN DEL PATRIMONIO 

Art.22 Patrimonio  
 

Capítulo V 
MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 

Art.23 A) Método de exención  
Art.23 B) Método de imputación o de crédito  
 

Capítulo VI 
DISPOSICIONES ESPECIALES 

Art.24 No discriminación  
Art.25 Procedimiento amistoso  
Art.26 Intercambio de información  
Art.27 Asistencia en la recaudación de impuestos  
Art.28 Miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares  
Art.29 Extensión territorial  
 

Capítulo VII 
DISPOSICIONES FINALES 

Art.30 Entrada en vigor  
Art.31 Denuncia 
 
b. Modelo de Convenio de Naciones Unidas.   
 
La formulación de este Modelo guarda relación con la importancia reconocida por la 
Organización de Naciones Unidas al fomento de acuerdos bilaterales sobre materias fiscales 
entre países desarrollados y en vía de desarrollo (Resolución 1273 XLIII aprobada el 4 de 
agosto de 1967, Consejo Económico y Social –ECOSOC).  
 
En 1979, fue aprobado el Manual para la negociación de este tipo de acuerdos binacionales, 
mientras que mediante la Resolución 1980/13 del 28 de abril de 1980, el Consejo Económico 
y Social dio reconocimiento al “Grupo ad hoc de Expertos sobre cooperación internacional en 
cuestiones de tributación”. En ese mismo año se dio a conocer un Modelo de Convención, que 
sería revisado y actualizado en 1999, por este Grupo de Expertos (que en 2004 adquiere la 

denominación de Comité de Expertos sobre Cooperación Internacional en Cuestiones de 
Tributación, Resolución 2004/69 ECOSOC).   
 
La estructura actual de este Modelo es la siguiente:  
 

TÍTULO Y PREÁMBULO 
 

CAPÍTULO I 
ÁMBITO DE LA CONVENCIÓN 

Artículo 1 Personas comprendidas 
Artículo 2 Impuestos comprendidos 

 
Capítulo II 

DEFINICIONES 
Artículo 3 Definiciones generales 
Artículo 4 Residente 
Artículo 5 Establecimiento permanente 

 
Capítulo III 

TRIBUTACIÓN DE LOS INGRESOS 
Artículo 6 Ingresos procedentes de bienes inmuebles 
Artículo 7 Beneficios de las empresas 
Artículo 8 Navegación marítima, interior y aérea (variantes A y B) 
Artículo 9 Empresas asociadas 
Artículo 10 Dividendos 
Artículo 11 Intereses 
Artículo 12 Cánones o regalías 
Artículo 13 Ganancias de capital 
Artículo 14 Servicios personales por cuenta propia 
Artículo 15 Servicios personales por cuenta ajena 
Artículo 16 Remuneraciones de los miembros de las juntas directivas 
y de los directivos de alto nivel 
Artículo 17 Profesionales del espectáculo y deportistas 
Artículo 18 Pensiones y pagos por seguros sociales (variantes A y B) 
Artículo 19 Servicios oficiales 
Artículo 20 Estudiantes 
Artículo 21 Otros ingresos 

 
Capítulo IV 

TRIBUTACIÓN DEL CAPITAL 
Artículo 22 Capital 

 
Capítulo V 

MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE TRIBUTACIÓN 

Artículo 23 A Método de exención 
Artículo 23 B Método de descuento 

 
Capítulo VI 

DISPOSICIONES ESPECIALES 
Artículo 24 No discriminación 
Artículo 25 Procedimiento de acuerdo mutuo (variantes A y B) 
Artículo 26 Intercambio de información 
Artículo 27 La asistencia para la recaudación de impuestos 
Artículo 28 Miembros de misiones diplomáticas y puestos consulares 

 
Capítulo VII 

CLÁUSULAS FINALES 
Artículo 29 Entrada en vigor 
Artículo 30 Terminación 
 
A menudo, como en el presente caso, los Estados combinan disposiciones de ambos 
modelos, de acuerdo con sus necesidades y prioridades. 
 
2.  Los ADT en Colombia desde la jurisprudencia constitucional. 
 
En la actualidad, según la exposición de motivos que acompaña este Proyecto, Colombia ha 
suscrito y ratificado un total de doce (12) ADT, siendo uno de los países de la región con 
menos número de estos tratados aprobados16:  
 

                                                           
16 (…) tradicionalmente en Colombia la solución al problema de la doble tributación internacional ha sido 
abordado desde la perspectiva del derecho interno, particularmente mediante el mecanismo unilateral de 
reconocer un descuento tributario (tax credit) sobre los impuestos pagados en el exterior con relación a las 
rentas de fuente extranjera. En los términos del artículo 254 del Estatuto Tributario: 
“ARTICULO 254. POR IMPUESTOS PAGADOS EN EL EXTERIOR. Los contribuyentes nacionales que perciban 
rentas de fuente extranjera, sujetas al impuesto sobre la renta en el país de origen, tienen derecho a descontar 
del monto del impuesto colombiano de renta, el pagado en el extranjero sobre esas mismas rentas, siempre 
que el descuento no exceda del monto del impuesto que deba pagar el contribuyente en Colombia por esas 
mismas rentas. 

Cuando se trate de dividendos o participaciones recibidos de sociedades domiciliadas en el exterior, tales 
dividendos o participaciones darán lugar a un descuento tributario en el impuesto de renta, equivalente al 
resultado de multiplicar el monto de los dividendos o participaciones, por la tarifa del impuesto de renta a la 
que se hayan sometido las utilidades que los generaron en cabeza de la sociedad emisora. Cuando los 
dividendos hayan sido gravados en el país de origen, el descuento se incrementará en el monto de tal 
gravamen. En ningún caso el descuento a que se refiere este inciso, podrá exceder el monto del impuesto de 
renta generado en Colombia por tales dividendos.” (Corte Constitucional, sentencia C-577/2009) (Véase 
también la sentencia C-913/2011) 

 Decisión 578 de 2004 mediante la cual se alivia la doble tributación con los países 
miembros de la CAN (Bolivia, Ecuador y Perú); 
 ADT con España (Ley 1082/2006); 
 ADT con Chile (Ley 1261/2008);  
 ADT con Suiza (Ley 1344/2009); 
 ADT con Canadá (Ley 1459/2011);  
 ADT con México (Ley 1568/2012);  
 ADT con Corea del Sur (Ley 1667/2013); 
 ADT con India (Ley 1668/2013); 
 ADT con República Checa (Ley 1690/2013); y,  
 ADT con Portugal (Ley 1682/2013). 
 ADT con Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte (Ley 1939/2018) 
 ADT con la República Italiana (Ley 2004/2019) 

 
La Corte Constitucional, a partir del examen practicado a estos Acuerdos y sus leyes 
aprobatorias ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre su naturaleza, antecedentes, 
alcance y bondades, estructurando una consistente línea jurisprudencial a favor de su 
suscripción.  
 
En cuanto a su naturaleza y alcance, esta Corporación judicial ha afirmado que, los ADT 
“buscan no sólo evitar los efectos negativos que comporta el fenómeno de la doble imposición 
tributaria, sino que suelen incluir cláusulas destinadas a combatir la evasión fiscal internacional, 
como es precisamente el caso del instrumento internacional sometido al control de la Corte 
Constitucional. Los ADT no se encaminan a acordarle un tratamiento más favorable a un 
contribuyente en relación con los demás, sino que apuntan a solucionar un concurso de normas 
tributarias de diversos Estados. En efecto, el mencionado fenómeno se presenta cuando el mismo hecho 
se integra en la previsión de dos normas distintas. Así pues, tiene lugar un concurso de normas de 
derecho tributario cuando un mismo hecho generador se adecua en la hipótesis de incidencia de dos 
normas tributarias materiales distintas, dando origen a la constitución de más de una obligación de 
tributar. Se precisa que concurran, en consecuencia, dos elementos: identidad del hecho y pluralidad 
de normas.”17 
 
En consecuencia, precisa la Corte, estos Acuerdos no pretenden reconocer beneficios 
fiscales18, sino solucionar el conflictivo concurso de normas tributarias de diferentes 
Estados, delimitando la potestad impositiva19 de estos “mediante un reparto concertado de las 
materias imponibles, pudiéndose establecer el derecho exclusivo a la tributación de determinadas 
rentas o patrimonio en cabeza de uno de aquéllos y en forma compartida en algunos casos.”20  
 

                                                           
17 Corte Constitucional, sentencia C-577 de 2009. 
18 Corte Constitucional, sentencia C-989/2004, C-540/2005. 
19 Corte Constitucional, sentencia C-295/2012. 
20 Ibidem. 
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Para la Corte, este tipo de Acuerdos permiten garantizar los principios de realidad y 
equidad tributaria, al tiempo que propician las condiciones adecuadas para atraer la 
inversión extranjera, dadas las garantías de estabilidad y seguridad jurídica que 
proporcionan, orientadas por los principios de autonomía, reciprocidad, equidad y no 
discriminación.21 En este sentido, la constitucionalidad de los ADT se fundamenta en la 
distribución equitativa y mutua de las cargas, prerrogativas y los beneficios entre las 
autoridades y residentes de las Partes Contratantes.22  
 
Finalmente, en sentencia C-460/2010, dicho Tribunal sintetizó los fines de los ADT, que por 
demás resultan compatibles con la Constitución Política, dado que promueven la 
solidaridad, la igualdad, la equidad y el progreso colectivo; en términos de la Corte, 
fundamentalmente los ADT: 
 
 Son herramientas que sirven para solucionar conflictos entre normas tributarias de 

diferentes Estados que pueden gravar a una misma persona, por un mismo hecho generador 
y por el mismo periodo de tiempo.  
 Sirven de instrumentos para prevenir la evasión fiscal, al consagrar diversas 

herramientas que impiden que los contribuyentes que desarrollan operaciones comerciales 
en más de un país trasladen a la jurisdicción de menor imposición rentas carentes de 
cualquier factor de conexión con aquella. 
 Permiten aumentar la competitividad de un Estado, comoquiera que garantizan 

reglas de solución de conflictos de doble imposición uniformes, que impiden que la 
estructura del sistema tributario se constituya un factor de decisión para las inversiones 
extranjeras.  
 Su importancia radica en que son canales para estimular la inversión extranjera, 

particularmente en países con niveles medios o bajos de desarrollo, en la medida en que 
reducen los niveles de tributación en condiciones jurídicas relativamente seguras.  
 

III. Viabilidad constitucional y conveniencia del Convenio y el proyecto de ley 
aprobatoria 

IV.  
Considerando lo anterior, la constitucionalidad y conveniencia del Convenio de marras 
deviene en incuestionable, en razón a que, como lo ha afirmado reiteradamente la Corte 
Constitucional colombiana, este tipo de ADT son compatibles con los postulados superiores 
de equidad, igualdad, solidaridad y reciprocidad en las relaciones internacionales; 
asimismo, promueven las condiciones necesarias para atraer la inversión extranjera y elevar 
los niveles de competitividad del país.  
 
El proceso de ingreso de Colombia a foros internacionales como la OCDE, demandan 
cambios de paradigmas en la actividad del Estado y la imperiosidad de llevar a cabo 

                                                           
21 Corte Constitucional, sentencia C-160/2000; C-913/2011; C-049/2015. 
22 Corte Constitucional, sentencia C-383/2008, C-667/2014; C-260/2014 y C-238/2014. 

esfuerzos para el mejoramiento de las practicas institucionales, en procura de condición de 
inversión que aseguren la seguridad y estabilidad jurídica. 
 
Ello se suma a la obligación del Estado colombiano, como miembro de Naciones Unidas, de 
llevar cabo acciones que promuevan la integración económica y la cooperación y asistencia 
internacional para el mejoramiento de las condiciones de sus asociados. Dado que el 
crecimiento de los flujos de capitales y de inversión depende esencialmente de 
determinadas condiciones (clima de inversión), la eliminación de la doble tributación resulta 
ser una adecuada y necesaria medida en camino de dicho fin comoquiera que garantiza 
dinámicas comerciales y financieras seguras y estables.     
 
Específicamente, el Acuerdo con los Emiratos Árabes Unidos resulta conveniente y 
necesario, tanto por las importantes relaciones comerciales con el país –como se indica 
claramente en la exposición de motivos—, como por los lazos jurídicos que los unen, en 
relación a los cuales la Corte Constitucional ya se ha pronunciado favorablemente.  
 
“En cuanto a la posibilidad de suscribir convenios para evitar la doble tributación, esta Corte 
encuentra se trata de un interés plausible, que busca garantizar los principios de realidad y equidad 
en materia tributaria. Sin embargo, al negociarse tales tratados, debe tenerse en cuenta también el 
principio de reciprocidad, sobre todo en la distribución de las cargas fiscales y en la determinación 
del lugar donde ocurre el hecho generador de los diversos gravámenes. (Negrillas agregadas).23 
 
Sin más consideraciones, la Suscrita Senadora ponente rendirá informe positivo a favor del 
proyecto de marras, al considerar que la aprobación del ADT con los Emiratos Árabes 
Unidos es compatible con el marco constitucional vigente y su interpretación 
jurisprudencial, redunda en el beneficio colectivo al promover mejores condiciones para la 
inversión y la lucha contra la evasión y elusión fiscal, aunado al hecho de que supone la 
distribución equitativa y recíproca de entre las Partes Contratantes. El perfeccionamiento 
del vínculo internacional en este específico caso, en nada contradice los esfuerzos del Estado 
colombiano llevados a cabo desde el cambio de paradigma político jurídico de 1991 por 
constituir una economía sólida que asegure su sostenibilidad financiera y permita la 
inversión social y la ampliación del alcance de los derechos sociales, económicos y 
culturales; por el contrario, los afirma y robustece, en el mismo camino de los demás países 
de la región.   
 

V. CONSTITUCIONALIDAD 
 

De acuerdo al ordenamiento constitucional, en particular al artículo 150, numeral 16, el 
Congreso de la República es competente de aprobar o improbar los Tratados que el 
Gobierno celebra con otros Estados o con otros sujetos de Derecho Internacional. Asimismo, 

                                                           
23 Corte Constitucional, sentencia C-160/2000, revisión de un “Tratado general de Cooperación entre la 
República de Colombia y la República Italiana”. 

según lo previsto en el artículo 2 de la Ley 3 de 1992, el estudio y tramité correspondiente a 
los proyectos de Ley por medio de la cual se aprueban los tratados internacionales le 
corresponde, en primer debate, a las Comisiones Segundas Constitucionales del Congreso; 
y según lo establece el artículo 204 de la Ley 5 de 1992, el proceso que deberán seguir los 
proyectos de Ley por medio de la cual se aprueban estos instrumentos internacionales es 
aquel del procedimiento legislativo ordinario. En tal virtud, debe entonces esta Comisión 
conocer de la presente Ponencia en la cual se expone el instrumento en cuestión y se explica 
la importancia y relevancia para el país de la aprobación de este instrumento.  
 
Frente al proceso de negociación, suscripción y aprobación es de anotar que hasta el 
momento se ha dado cabal cumplimiento a las disposiciones Constitucionales, 
particularmente al artículo 189.2 de la Constitución Política de Colombia, que se refieren a 
la competencia del Gobierno nacional para a la negociación y ratificación de tratados.  
 
Ahora bien, en cuanto a la constitucionalidad material del Tratado que nos concita en esta 
oportunidad, la Suscrita ponente se permite informar a los Honorables Congresistas que el 
mismo se satisface el estándar Superior aplicable a la negociación de instrumentos 
internacionales basado en los principios de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional.  
 
 

VI. ANÁLISIS SOBRE POSIBLE CONFLICTO DE INTERÉS 
 
De acuerdo con lo ordenado en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, en concordancia con 
los artículos 286 y 291 de la Ley 5 de 1992 (Reglamento del Congreso), y conforme con el 
objetivo de la presente iniciativa, se puede concluir inicialmente: 
 
Se presume que no hay motivos que puedan generar un conflicto de interés por quienes 
redactan la presente ponencia. 
 
Tampoco se evidencian motivos que puedan generar un conflicto de interés en los 
congresistas para que puedan discutir y votar esta iniciativa de ley.  
 
Por ello, el conflicto de interés y el impedimento es un tema especial e individual en el que 
cada congresista debe analizar si puede generarle un conflicto de interés o un impedimento. 
 
 

VII. PROPOSICIÓN 
 
Por lo anteriormente expuesto y con base en lo dispuesto por la Constitución Política y la 
Ley, me permito proponer a los Honorables Senadores, dar primer debate al Proyecto de ley 
número No. 276/2021Senado tiene por finalidad la aprobación del «Convenio entre el 
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos para la 
eliminación de la doble tributación con respecto a los impuestos sobre la renta y la prevención de la 

 
evasión y elusión tributarias» y su «Protocolo», suscritos en Dubai, Emiratos Árabes Unidos, el 
12 de noviembre de 2017. 
 
De los honorables senadores, 
 

 
 

PAOLA HOLGUÍN                                                            
Senadora de la República                                                       
Ponente  
 
 
Anexo: articulado de la ley aprobatoria, el Tratado y su Protocolo.  
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
NO. 276/2021SENADO TIENE POR FINALIDAD LA APROBACIÓN DEL «CONVENIO 
ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LOS 

EMIRATOS ÁRABES UNIDOS PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DOBLE 
TRIBUTACIÓN CON RESPECTO A LOS IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y LA 

PREVENCIÓN DE LA EVASIÓN Y ELUSIÓN TRIBUTARIAS» Y SU «PROTOCOLO», 
SUSCRITOS EN DUBAI, EMIRATOS ÁRABES UNIDOS, EL 12 DE NOVIEMBRE DE 

2017 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA: 

 
DECRETA: 

 
ARTÍCULO PRIMERO: Apruébese el «Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia 
y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos para la eliminación de la doble tributación con respecto 
a los impuestos sobre la renta y la prevención de la evasión y elusión tributarias» y su «Protocolo», 
suscritos en Dubai, Emiratos Árabes Unidos, el 12 de noviembre de 2017. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7ª de 
1944, el «Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Emiratos 
Árabes Unidos para la eliminación de la doble tributación con respecto a los impuestos sobre la renta 
y la prevención de la evasión y elusión tributarias» y su «Protocolo», suscritos en Dubai, Emiratos 
Árabes Unidos, el 12 de noviembre de 2017, que por el artículo primero de esta Ley se 
aprueba, obligará a la República de Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto del mismo. 
 
ARTÍCULO TERCERO: La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
De los honorables Senadores, 
 

 
 
PAOLA HOLGUÍN                                                            
Senadora de la República                                                       
Ponente  
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
277 DE 2021 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre la República de Colombia y la República de Costa 
Rica sobre asistencia judicial en materia penal”, suscrito en Washington, el 4 de junio de 2018.

PAHM- 010- 2022                                                      Bogotá D.C., 29 de marzo de 2022 
 
 
Honorable Senador  
LIDIO GARCÍA TURBAY  
Vicepresidente 
COMISIÓN II CONSTITUCIONAL PERMANENTE  
Senado de la República 
Ciudad 
 
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 277 de 2021 Senado, 
“por medio de la cual se aprueba el «Convenio entre la República de Colombia y la República 
de Costa Rica sobre asistencia judicial en materia penal», suscrito en Washington, el 4 de 
junio de 2018. 

En mi calidad de ponente del Proyecto de Ley de la referencia, atendiendo la 
designación que me hiciera la Mesa Directiva de esta célula legislativa (oficio CSE-
CS-CV19-0652-2021), y en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley Orgánica No. 5 
de 1992, me permito rendir informe de ponencia para primer debate, en los siguientes 
términos:  
 

I. TRÁMITE Y SÍNTESIS DEL PROYECTO DE LEY 
 
El proyecto, de iniciativa gubernamental, fue radicado en la Secretaría del Senado 
de la República el día primero (1º) de diciembre de 2021.  
 
La iniciativa legal cuenta con tres (3) artículos:  
 
 Artículo 1º: Dispone la aprobación del Tratado.  
 Artículo 2º: Precisa que el Tratado obligará a la República de Colombia a 

partir de la fecha del perfeccionamiento del vínculo internacional.  
 Artículo 3°: Vigencia de la ley.  

 
Al no ser necesario proponer ninguna modificación al proyecto de ley, me permito 
detallar el contenido del Tratado, que por el artículo primero del presente proyecto 
de Ley se pretende aprobar.  
 
A saber, este Tratado consta de un breve preámbulo y de 27 artículos, que regulan 
los siguientes asuntos: 

ARTÍCULO 1. OBLIGACIÓN DE CONCEDER ASISTENCIA JUDICIAL. En 
virtud del cual las Partes se comprometen recíprocamente a prestar la más amplia 
asistencia judicial en materia penal, aun en los eventos en que el hecho al que se 
refiere dicha colaboración no sea constitutivo de delito por el ordenamiento de la 
Parte requerida.  
 
La asistencia se fundamenta en el respeto de las atribuciones y jurisdicción de las 
autoridades de las Partes.  
 
ARTÍCULO 2- ALCANCE DE LA ASISTENCIA JUDICIAL. Identifica los asuntos 
particulares que abarca la cooperación que se acuerda, como la notificación de 
documentos, la obtención de pruebas, el suministro de información sobre 
movimientos bancarios, entre otros.   
 
ARTÍCULO 3- DENEGACIÓN O APLAZAMIENTO DE ASISTENCIA 
JUDICIAL. Prevé las situaciones en que cualquiera de las Partes puede denegar la 
asistencia judicial, total o parcialmente, como cuando el cumplimiento de la 
solicitud puede menoscabar la soberanía, la seguridad, el orden público u otros 
intereses esenciales de la Parte que es requerida.  
 
ARTÍCULO 4- AUTORIDADES CENTRALES. Designa las autoridades de cada 
Parte encargadas del cumplimiento de los protocolos establecidos para la asistencia 
judicial, que para el caso de Colombia será la Fiscalía General de la Nación y el 
Ministerio de Justicia y del Derecho. 
 
ARTÍCULO 5- LEY APLICABLE. Dispone que para el cumplimiento de una 
solicitud de cooperación o asistencia judicial se cumplirán las normas de la Parte 
requerida.  
 
ARTÍCULO 6- FORMA Y CONTENIDO DE LA SOLICITUD. Fija los parámetros 
formales que debe cumplir cualquier solicitud de asistencia judicial.    
 
ARTÍCULO 7- VALIDEZ DE LOS DOCUMENTOS. Quedan exceptuados de 
cualquier legalización o apostilla los documentos, registros, declaraciones y 
cualquier otro material transferido entre las Partes en virtud del Acuerdo.  
 
ARTÍCULO 8- CONFIDENCIALIDAD Y LIMITACIÓN EN EL EMPLEO DE LA 
INFORMACIÓN. La Parte requirente podrá solicitar la confidencialidad de todos 
los asuntos, incluidos los hechos que se investigan, a los que se refiera un trámite 
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de asistencia en particular. Asimismo, las Partes se comprometen a no emplear la 
información o material obtenido en el marco de la asistencia sin el consentimiento 
de la Parte requirente. 
 
ARTÍCULO 9- EJECUCIÓN DE LAS SOLICITUDES DE ASISTENCIA 
JUDICIAL. Las solicitudes de asistencia judicial serán tramitadas de conformidad 
con el derecho interno la Parte que es requerida.  
 
ARTÍCULO 10- RECOLECIÓN DE ECIDENCIAS FÍSICAS Y ELEMENTOS 
MATERIALES PROBATORIOS EN EL ESTADO REQUERDIO. Enuncia el tipo 
de diligencias que la parte requerida podrá practicar o el material a recolectar, en 
virtud de una solicitud de asistencia judicial, entre otros aspectos consecuentes con 
la misma.    
 
ARTÍCULO 11. AUDIENCIA POR VIDEOCONFERENCIA. El artículo dispone 
que el interrogatorio de testigos, investigados o procesados, peritos o víctimas que 
deban comparecer ante la Parte Requirente, se practicarán de forma preferente 
mediante videoconferencia. 
 
La disposición establece las reglas que se aplicarán a este tipo de diligencias.  
 
ARTÍCULO 12. TRANSMISIÓN ESPONTÁNEA DE MEDIOS DE PRUEBA Y 
DE INFORMACIÓN. Prevé que aún sin que sea requerida, la Parte que disponga 
de información o material que sea de utilidad o del interés de la otra Parte, podrá 
ser compartida a través de las Autoridades Centrales, siempre que la misma sea útil 
para (a) elevar una solicitud formal de asistencia judicial, (b) iniciar procedimientos 
penales, o (c) facilitar el desarrollo de una investigación penal en curso.  
 
ARTÍCULO 13- LOCALIZACIÓN E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS Y 
OBJETOS. Dispone que las partes deben disponer de mecanismos para la 
identificación y localización de personas y objetos cuando su asistencia judicial sea 
requerida. 
 
ARTÍCULO 14- COMPARECENCIA DE TESTIGOS, VÍCTIMAS, PERITOS Y 
PERSONAS INVESTIGADAS O PROCESALES EN EL TERRITORIO DE LA 
PARTE REQUIRENTE. Regula los concerniente a la forma de comunicar y 
solventar los gastos derivados de la comparecencia de una persona por una de las 
Partes.  

ARTÍCULO 15- GARANTÍA A LA PERSONA CITADA. El artículo le garantiza a 
la persona cuya comparecencia se solicite, de ser penalmente perseguida, detenida 
o sometida a restricción de su libertad en la Parte requirente por hechos o condenas 
anteriores a su ingreso al territorio de dicha Parte. Para el efecto, las partes deberán 
recurrir al procedimiento de extradición, si así estuviere acordado entre las Partes.  
 
ARTÍCULO 16- TRASLADO PROVISIONAL DE PERSONAS DETENIDAS 
(INCLUIDA LA QUE ESTÁ CUMPLIENDO LA CONDENA EN FORMA DE 
PRIVACIÓN DE LIBERTAD). La disposición, no obstante lo previsto en el artículo 
anterior, consagra la posibilidad de que la persona requerida que esté privada de la 
libertad pueda ser trasladada provisionalmente al territorio de la Parte Requirente 
con el fin de cumplir con la citación de comparecencia, con la obligación de 
devolverla a la Parte Requerida en el plazo que ésta indique.  
 
ARTÍCULO 17- PROTECCIÓN DE PERSONAS CITADAS O TRASLADAS A 
TERRITORIO DE LA PARTE REQUIRENTE. Las Partes se comprometen a 
brindar condiciones de seguridad a las personas trasladadas a su territorio como 
consecuencia de una solicitud de asistencia judicial.     
 
ARTÍCULO 18- INFORMACIÓN OBJETO DE RESERVA. La Parte Requerida 
podrá hacer valer el carácter reservado de la información o el material probatorio 
que integre un expediente propio, si así lo estima conveniente.  
 
ARTÍCULO 19. REMISIÓN DE INFORMACIÓN PARA VALORACIÓN DEL 
EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. Autoriza a las Partes a transferir 
información de oficio a la otra Parte.  
 
ARTÍCULO 20. MEDIDDAS SOBRE BIENES. Las Partes se comprometen a 
identificar y localizar bienes relacionados con los delitos que se investigan por la 
otra Parte, así como a imponer las medidas de protección de que disponga su propio 
ordenamiento jurídico.  
 
ARTÍCULO 21. GASTOS. Precisa el tipo de gastos que cada una de las Partes 
deberán asumir en la ejecución de solicitudes de asistencia judicial, sin perjuicio de 
que puedan acordar dicho asunto de forma particular.   
 
ARTÍCULO 22. MECANISMOS PARA FACILITAR LA COOPERACIÓN 
JURÍDICA EN MATERIA PENAL. Establece las diferentes formas en que las Partes 
Contratantes pueden asistirse recíprocamente en materia penal.  

ARTÍCULO 23. EQUIPOS INVESTIGATIVOS COMUNES. Se prevé la 
posibilidad de conformar equipos conjuntos para el desarrollo de investigaciones o 
el cumplimiento de diligencias en territorio de la Parte Requerida. El artículo, 
además, fija las reglas aplicables en tales eventos. 
 
ARTÍCULO 24. ENTREGAS VIGILADAS O CONTROLADAS. Autoriza a cada 
una de las Partes a llevar a cabo entregas controladas o vigiladas hacia el territorio 
de la otra Parte con miras a obtener material probatorio, así como identificar y 
capturar responsables.   
 
ARTÍCULO 25. OTROS INSTRUMENTSO DE COOPERACIÓN. La adopción de 
este instrumento no inhibe a las Partes Contratantes para adoptar otros mecanismos 
de cooperación que resulten necesarios o brinden mayor eficacia.   
 
ARTÍCULO 26. CONSULTAS Y SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. Estipula 
que las Autoridades Centrales de las Partes celebrarán consultas necesarias para 
mejor interpretación y aplicación del Acuerdo.   
 
ARTÍCULO 27. DISPOSICIONES FINALES. Prevé la forma en que podrá 
modificarse el Acuerdo y el momento de su entrada en vigencia.   
 
 

II. CONSIDERACIONES DE LA PONENTE 
 
De los tratados de asistencia recíproca en materia penal 
 
La lucha contra la criminalidad transnacional ha supuesto un desafío mayúsculo 
para los Estados, especialmente en las últimas tres décadas. Desde que el comercio 
de estupefacientes se burló de las fronteras nacionales, para convertirse en un 
fenómeno global, asociado a otras formas de criminalidad como la trata de 
personas, el contrabando, el tráfico ilegal de armas y de migrantes, principalmente, 
se hizo necesaria la redefinición de los mecanismos jurídicos clásicos con la que 
habían contado los Estados.  
 
Rápidamente, la falta de eficacia y la inexistencia de instrumentos que facilitaran la 
cooperación, allanaron el camino para una revolución, por así decirlo, del modo en 
que las autoridades judiciales nacionales colaboraban con las extranjeras con un 
único fin, preservando su independencia y la soberanía de los Estados involucrados. 

La globalización había reconfigurado todos los aspectos de la vida hasta el último 
rincón del globo, apenas era obvio que también lo hiciera con el fenómeno criminal.  
 
De acuerdo con el Manual de Asistencia Judicial Recíproca y Extradición de la 
Organización de Naciones Unidas (2012), este tipo de asistencia se define como 
“…un proceso por el cual los Estados procuran y prestan asistencia en la reunión de pruebas 
que se utilizarán en una causa penal” (Pág. 19). 
 
De esta manera, la cooperación de este tipo entre los Estados complementa 
mecanismos de lucha contra el crimen y la impunidad como la extradición, sobre la 
base del reconocimiento recíproco de las decisiones judiciales, de modo que las 
autoridades de la Parte que es requerida, se convierte en una especie de autoridad 
judicial de ejecución.  
 
Esta nueva forma de cooperación propicia un entendimiento y coordinación más 
fluido entre las autoridades de diferentes Estados, racionalizando los protocolos de 
colaboración; en suma, la Asistencia Judicial en materia penal, redunda en el 
fortalecimiento de las jurisdicciones y ordenamientos jurídicos nacionales.     
 
La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional (Convención de Palermo), ratificada por Colombia mediante la Ley 
800 de 2003 (Corte Constitucional, sentencia C-962 de 2003), eleva la Asistencia 
judicial recíproca al carácter de obligación de los Estados suscriptores, al tipo que 
define el estándar internacional para la adopción de instrumentos jurídicos como 
que se pretende aprobar en esta ocasión.  

Artículo 18 
Asistencia judicial recíproca 

 
1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca respecto de 
investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos comprendidos 
en la presente Convención con arreglo a lo dispuesto en el artículo 3 y se prestarán también 
asistencia de esa índole cuando el Estado Parte requirente tenga motivos razonables para 
sospechar que el delito a que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del 
artículo 3 es de carácter transnacional, así como que las víctimas, los testigos, el producto, 
los instrumentos o las pruebas de esos delitos se encuentran en el Estado Parte requerido y 
que el delito entraña la participación de un grupo delictivo organizado. 
2. Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible conforme a las leyes, 
tratados, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a 
investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los que una 
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persona jurídica pueda ser considerada responsable de conformidad con el artículo 10 de la 
presente Convención en el Estado Parte requirente. 
3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el presente artículo podrá 
solicitarse para cualquiera de los fines siguientes: 
a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas; 
b) Presentar documentos judiciales; 
c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos; 
d) Examinar objetos y lugares; 
e) Facilitar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos; 
f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes pertinentes, 
incluida la documentación pública, bancaria y financiera, así como la documentación social 
o comercial de sociedades mercantiles; 
g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u otros elementos 
con fines probatorios; 
h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requirente; 
i) Cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del Estado Parte 
requerido. 
4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un Estado Parte 
podrán, sin que se les solicite previamente, transmitir información relativa a cuestiones 
penales a una autoridad competente de otro Estado Parte si creen que esa información podría 
ayudar a la autoridad a emprender o concluir con éxito indagaciones y procesos penales o 
podría dar lugar a una petición formulada por este último Estado Parte con arreglo a la 
presente Convención. 
5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo se hará sin 
perjuicio de las indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las 
autoridades competentes que facilitan la información. Las autoridades competentes que 
reciben la información deberán acceder a toda solicitud de que se respete su carácter 
confidencial, incluso temporalmente, o de que se impongan restricciones a su utilización. Sin 
embargo, ello no obstará para que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, 
información que sea exculpatoria de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte 
receptor notificará al Estado Parte transmisor antes de revelar dicha información y, si así se 
le solicita, consultará al Estado Parte transmisor. Si, en un caso excepcional, no es posible 
notificar con antelación, el Estado Parte receptor informará sin demora al Estado Parte 
transmisor de dicha revelación. 
6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dimanantes de otros 
tratados bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o parcialmente, la 
asistencia judicial recíproca. 
7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con 
arreglo al presente artículo siempre que no medie entre los Estados Parte interesados un 
tratado de asistencia judicial recíproca. Cuando esos Estados Parte estén vinculados por un 

tratado de esa índole se aplicarán las disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo 
que los Estados Parte convengan en aplicar, en su lugar, los párrafos 9 a 29 del presente 
artículo. Se insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen estos párrafos si 
facilitan la cooperación. 
8. Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asistencia judicial 
recíproca con arreglo al presente artículo. 
9. Los Estados Parte podrán negarse a prestar la asistencia judicial recíproca con arreglo al 
presente artículo invocando la ausencia de doble incriminación. Sin embargo, de estimarlo 
necesario, el Estado Parte requerido podrá prestar asistencia, en la medida en que decida 
hacerlo a discreción propia, independientemente de que la conducta esté o no tipificada como 
delito en el derecho interno del Estado Parte requerido. 
10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un 
Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de identificación, 
para prestar testimonio o para que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias 
para investigaciones, procesos o actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en 
la presente Convención podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes: 
a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento; 
b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, con sujeción a las 
condiciones que éstos consideren apropiadas. 
11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo: 
a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la obligación de 
mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido trasladada solicite o autorice 
otra cosa; 
b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obligación de 
devolverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, según convengan de 
antemano o de otro modo las autoridades competentes de ambos Estados Parte; 
c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado Parte del que ha 
sido trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución; 
d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al que ha sido 
trasladada se computará como parte de la pena que ha de cumplir en el Estado del que ha sido 
trasladada. 
12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona de 
conformidad con los párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, 
cualquiera que sea su nacionalidad, no podrá ser enjuiciada, detenida, condenada ni sometida 
a ninguna otra restricción de su libertad personal en el territorio del Estado al que sea 
trasladada en relación con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida del territorio 
del Estado del que ha sido trasladada. 
13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de 
asistencia judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o para transmitirlas a las 
autoridades competentes para su ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial 

de un Estado Parte disponga de un régimen distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado 
Parte podrá designar a otra autoridad central que desempeñará la misma función para dicha 
región o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán por el rápido y adecuado 
cumplimiento o transmisión de las solicitudes recibidas. Cuando la autoridad central 
transmita la solicitud a una autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y 
adecuada ejecución de la solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará 
al Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el 
nombre de la autoridad central que haya sido designada a tal fin. Las solicitudes de asistencia 
judicial recíproca y cualquier otra comunicación pertinente serán transmitidas a las 
autoridades centrales designadas por los Estados Parte. La presente disposición no afectará 
al derecho de cualquiera de los Estados Parte a exigir que estas solicitudes y comunicaciones 
le sean enviadas por vía diplomática y, en circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte 
convengan en ello, por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal, de 
ser posible. 
14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por cualquier medio capaz 
de registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para el Estado Parte requerido, en 
condiciones que permitan a dicho Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado 
Parte notificará al Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar 
su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de 
adhesión a ella, el idioma o idiomas que sean aceptables para cada Estado Parte. En 
situaciones de urgencia, y cuando los Estados Parte convengan en ello, las solicitudes podrán 
hacerse oralmente, debiendo ser confirmadas sin demora por escrito. 
15. Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente: 
a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud; 
b) El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que 
se refiere la solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar dichas 
investigaciones, procesos o actuaciones; 
c) Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación 
de documentos judiciales; 
d) Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento 
particular que el Estado Parte requirente desee que se aplique; 
e) De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada; y 
f) La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación. 
16. El Estado Parte requerido podrá pedir información complementaria cuando sea necesaria 
para dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar 
dicho cumplimiento. 
17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del Estado Parte 
requerido y en la medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de conformidad con los 
procedimientos especificados en la solicitud. 

18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales del derecho 
interno, cuando una persona se encuentre en el territorio de un Estado Parte y tenga que 
prestar declaración como testigo o perito ante autoridades judiciales de otro Estado Parte, el 
primer Estado Parte, a solicitud del otro, podrá permitir que la audiencia se celebre por 
videoconferencia si no es posible o conveniente que la persona en cuestión comparezca 
personalmente en el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrán 
convenir en que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del Estado Parte 
requirente y en que asista a ella una autoridad judicial del Estado Parte requerido. 
19. El Estado Parte requirente no transmitirá, ni utilizará, sin previo consentimiento del 
Estado Parte requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte 
requerido para investigaciones, procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados 
en la solicitud. Nada de lo dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte 
requirente revele, en sus actuaciones, información o pruebas que sean exculpatorias de una 
persona acusada. En este último caso, el Estado Parte requirente notificará al Estado Parte 
requerido antes de revelar la información o las pruebas y, si así se le solicita, consultará al 
Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el 
Estado Parte requirente informará sin demora al Estado Parte requerido de dicha revelación. 
20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido mantenga reserva 
acerca de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle 
cumplimiento. Si el Estado Parte requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de 
inmediato al Estado Parte requirente. 
21. La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada: 
a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo; 
b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo 
solicitado podría menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u 
otros intereses fundamentales;  
c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus autoridades actuar en 
la forma solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia; 
d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte 
requerido en lo relativo a la asistencia judicial recíproca. 
22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial recíproca 
únicamente porque se considere que el delito también entraña asuntos fiscales. 
23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse 
debidamente. 
24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial recíproca lo antes 
posible y tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilidades, los plazos que 
sugiera el Estado Parte requirente y que estén debidamente fundamentados, de preferencia 
en la solicitud. El Estado Parte requerido responderá a las solicitudes razonables que formule 
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el Estado Parte requirente respecto de la evolución del trámite de la solicitud. El Estado Parte 
requirente informará con prontitud cuando ya no necesite la asistencia solicitada. 
25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte requerido si 
perturbase investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso. 
26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del presente artículo 
o de diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte 
requerido consultará al Estado Parte requirente para considerar si es posible prestar la 
asistencia solicitada supeditándola a las condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte 
requirente acepta la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado Parte deberá 
observar las condiciones impuestas. 
27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el testigo, perito u otra 
persona que, a instancias del Estado Parte requirente, consienta en prestar testimonio en un 
juicio o en colaborar en una investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del 
Estado Parte requirente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna 
otra restricción de su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o declaraciones 
de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el territorio del Estado Parte requerido. 
Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya tenido, durante quince 
días consecutivos o durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha en 
que se le haya informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya no requerían su 
presencia, la oportunidad de salir del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese 
territorio o regrese libremente a él después de haberlo abandonado. 
28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán sufragados 
por el Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte interesados hayan acordado 
otra cosa. Cuando se requieran a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los 
Estados Parte se consultarán para determinar las condiciones en que se dará cumplimiento 
a la solicitud, así como la manera en que se sufragarán los gastos. 
29. El Estado Parte requerido: 
a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales y otros 
documentos o datos que obren en su poder y a los que, conforme a su derecho interno, tenga 
acceso el público en general; 
b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas, proporcionar 
al Estado Parte requirente una copia total o parcial de los documentos oficiales o de otros 
documentos o datos que obren en su poder y que, conforme a su derecho interno, no estén al 
alcance del público en general. 
30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos 
o arreglos bilaterales o multilaterales que sirvan a los fines del presente artículo y que, en la 
práctica, hagan efectivas sus disposiciones o las refuercen. 
 
Del Acuerdo suscrito con la República de Costa Rica 

Como bien lo explica el Gobierno Nacional, gracias a los instrumentos de 
concertación para la cooperación o asistencia judicial o legal, como el de marras, 
Colombia ha logrado consolidar sus relaciones con diversos Estados y contribuido 
al fortalecimiento de la lucha contra la criminalidad transnacional, así como al 
fortalecimiento de los mecanismos de seguridad nacional.   
 
Estos acuerdos consolidan y profundizan las relaciones de cooperación con las 
naciones con las que se suscriben, en cumplimiento del mandato constitucional 
previsto en el artículo 9º Superior.  
 
Del mismo modo, el Gobierno destacó que acuerdos de esta naturaleza favorecen la 
realización de principios básicos del sistema jurídico, relativos al acceso, eficiencia, 
celeridad y el respeto de los ciudadanos, previstos en la Constitución Política y la 
Ley Estatutaria de la Administración de Justicia.  
 
En cuanto a la importancia del Tratado, el Ejecutivo destacó que la estrecha 
colaboración que supone, procura la eliminación de obstáculos derivados de las 
incompatibilidades que pueden existir entre los diferentes sistemas judiciales, 
constituyéndose en instrumento que posibilita la materialización de fines 
constitucionales, en el marco del respeto de la soberanía de las Partes suscribientes. 
 
El Tratado de asistencia legal permitirá agilizar los tradicionales mecanismos de 
cooperación en materia penal entre ambas naciones, y respetan los límites 
constitucionales y jurisprudenciales fijados a nivel interno. Refirió lo considerado 
por la Corte Constitucional en sentencia C-677 de 2013, relativo al Tratado entre 
Colombia y la Federación de Rusia sobre Asistencia Recíproca en Materia Penal:  
 
“Esta sala constata que los objetivos y el contenido general del tratado de asistencia recíproca 
resultan compatibles con los valores superiores que orientan las relaciones internacionales 
de Colombia y con concurrentes con el perfeccionamiento de la eficacia de la administración 
de justicia y los principios de internacionalización de las relaciones políticas, económicas, 
sociales y ecológicas sobre bases de equidad y reciprocidad, así como de soberanía y respeto a 
la autodeterminación de los pueblos (art. 9 C.P) 
 
Por consiguiente, la Sala concluye que de manera general el instrumento que examina 
resulta armónico con la Constitución, en cuanto garantiza el respeto por la soberanía 
nacional, a la par que implemente un mecanismo adecuado de represión del delito y, con ello, 
de realización del orden social justo previsto en la Carta Política.”  

En opinión de la Suscrita ponente, el Tratado sometido a aprobación de esta 
Corporación representa un importante instrumento en el camino del 
estrechamiento y fortalecimiento de esfuerzos multilaterales en la lucha contra la 
criminalidad y la impunidad.  

Asimismo, la importancia de esta clase de acuerdos radica, esencialmente, en la 
efectivización de los mecanismos de persecución del crimen en un marco de respeto 
y consideración a la soberanía de los países, que tienen como eje axial implícito la 
realización del principio de justicia universal.  

Las herramientas que proporcionan estos acuerdos de entendimiento y 
colaboración mutua entre los países, devienen en vías más eficientes para la 
persecución del crimen, sus responsables y productos, que lo que pudiera suponer 
los íntimamente relacionados con el ejercicio de la acción universal. En términos de 
la Corte Constitucional:  

La asistencia judicial, como se ha dicho, es un mecanismo de cooperación entre Estados.  Los 
límites a dicha cooperación están dados por el respeto a los derechos de las personas 
eventualmente afectadas. Por lo tanto, no es menester que la asistencia se sujete a que el 
hecho investigado se considere delito.  Sin embargo, sí resulta indispensable que, frente a 
ciertas actuaciones que pueden afectar garantías previstas en la Constitución, se atiendan 
los procedimientos y cautelas previstos en las normas nacionales. (Corte Constitucional, 
sentencia C-677 de 2013) 

Valga decir que un examen cuidadoso del contenido dispositivo del Acuerdo da 
lugar a concluir que el mismo está en consonancia con el estándar establecido en la 
Convención de Palermo (Artículo 18), ratificada por Colombia mediante la Ley 800 
de 2003.  

De acuerdo con la información del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, 
el Estado ha suscrito, además del que ahora se somete a aprobación del Congreso 
de la República, 12 Tratados de Asistencia Judicial en materia penal, entre los que 
se cuentan los que lo vinculan con la República Italiana (16/12/2016), la 
Confederación Suiza (28/01/2011), la Federación Rusa (06/04/2010), la República 
Popular China (14/05/1999), República Dominicana (27/06/1998), la República de 
Cuba (13/03/1998), la República Federativa de Brasil (07/11/1997), la República 
Argentina (03/04/1997), la República Francesa (21/03/1997), el Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte (11/02/1997), la República del Perú (12/07/1994), 
la República de Panamá (19/11/1993). 

 
III. CONSTITUCIONALIDAD 

De acuerdo al ordenamiento constitucional, en particular al artículo 150, numeral 
16, el Congreso de la República es competente de aprobar o improbar los Tratados 
que el Gobierno celebra con otros Estados o con otros sujetos de Derecho 
Internacional. Asimismo, según lo previsto en el artículo 2 de la Ley 3 de 1992, el 
estudio y tramité correspondiente a los proyectos de Ley por medio de la cual se 
aprueban los tratados internacionales le corresponde, en primer debate, a las 
Comisiones Segundas Constitucionales del Congreso; y según lo establece el 
artículo 204 de la Ley 5 de 1992, el proceso que deberán seguir los proyectos de Ley 
por medio de la cual se aprueban estos instrumentos internacionales es aquel del 
procedimiento legislativo ordinario. En tal virtud, debe entonces esta Comisión 
conocer de la presente Ponencia en la cual se expone el instrumento en cuestión y 
se explica la importancia y relevancia para el país de la aprobación de este 
instrumento.  
Frente al proceso de negociación, suscripción y aprobación es de anotar que hasta 
el momento se ha dado cabal cumplimiento a las disposiciones Constitucionales, 
particularmente al artículo 189.2 de la Constitución Política de Colombia, que se 
refieren a la competencia del Gobierno nacional para a la negociación y ratificación 
de tratados.  
 
Ahora bien, en cuanto a la constitucionalidad material del Tratado que nos concita 
en esta oportunidad, la Suscrita ponente se permite informar a los Honorables 
Congresistas que el mismo se satisface el estándar Superior aplicable a la 
negociación de instrumentos internacionales basado en los principios de equidad, 
reciprocidad y conveniencia nacional.  
 
I. ANÁLISIS SOBRE POSIBLE CONFLICTO DE INTERÉS 
 

De acuerdo con lo ordenado en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, en concordancia 
con los artículos 286 y 291 de la Ley 5 de 1992 (Reglamento del Congreso), y 
conforme con el objetivo de la presente iniciativa, se puede concluir inicialmente: 

Se presume que no hay motivos que puedan generar un conflicto de interés por 
quienes redactan la presente ponencia. 

Tampoco se evidencian motivos que puedan generar un conflicto de interés en los 
congresistas para que puedan discutir y votar esta iniciativa de ley.  
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Por ello, el conflicto de interés y el impedimento es un tema especial e individual en 
el que cada congresista debe analizar si puede generarle un conflicto de interés o un 
impedimento. 

II. PROPOSICIÓN 
 
Por lo anteriormente expuesto y con base en lo dispuesto por la Constitución 
Política y la Ley, me permito proponer a los Honorables Senadores, dar primer 
debate al Proyecto de ley número No. 277 de 2021Senado, “por medio de la cual se 
aprueba el «Convenio entre la República de Colombia y la República de Costa Rica sobre 
asistencia judicial en materia penal», suscrito en Washington, el 4 de junio de 2018. 

De los honorables senadores, 

 

 

 

 

PAOLA HOLGUÍN                                                            
Senadora de la República                                                       
Ponente  
 

Anexo: articulado de la ley aprobatoria texto del Tratado. 

 
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO NO. 277 DE 2021SENADO, “POR MEDIO DE LA CUAL SE 
APRUEBA EL «CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA 

REPÚBLICA DE COSTA RICA SOBRE ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA 
PENAL», SUSCRITO EN WASHINGTON, EL 4 DE JUNIO DE 2018. 

 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA: 
 

DECRETA: 
 
ARTÍCULO PRIMERO: Apruébese el «Convenio entre la República de Colombia y la 
República de Costa Rica sobre asistencia judicial en materia penal», suscrito en 
Washington, el 4 de junio de 2018. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 
Ley 7ª de 1944, el «Convenio entre la República de Colombia y la República de Costa Rica 
sobre asistencia judicial en materia penal», suscrito en Washington, el 4 de junio de 
2018, que por el artículo primero de esta Ley se aprueba, obligará a la República de 
Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto 
del mismo. 
 
ARTÍCULO TERCERO: La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
De los honorables Senadores, 
 

 

 
PAOLA HOLGUÍN                                                            
Senadora de la República                                                       
Ponente  



Página 24	 Miércoles, 30 de marzo de 2022	 Gaceta del Congreso  232

 



Gaceta del Congreso  232	 Miércoles, 30 de marzo de 2022	 Página 25



Página 26	 Miércoles, 30 de marzo de 2022	 Gaceta del Congreso  232



Gaceta del Congreso  232	 Miércoles, 30 de marzo de 2022	 Página 27

 



Página 28	 Miércoles, 30 de marzo de 2022	 Gaceta del Congreso  232

C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO  

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 512 DE 2021 (SENADO)-095 DE 2020 (CÁMARA)

por medio del cual se promueve la agricultura y economía campesina, familiar, comunitaria  
y se dictan otras disposiciones (en adelante el “proyecto”).
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